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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 24
        Junio 17 y 19 de 2013
 


La Corte Constitucional determinó que el Banco de la República no era responsable patrimonialmente, por haber fijado en ejercicio de sus atribuciones, la fórmula para calcular el valor de la Unidad de Poder Adquisitivo Constante, UPAC
	 V.  EXPEDIENTE T 3331206  -  SENTENCIA SU-353/13  (junio 19) 

        M.P. María Victoria Calle Correa


En este fallo, la Sala Plena de la Corte Constitucional estudió la acción de tutela instaurada por el Banco de la República contra una providencia de la Sección Tercera, Subsección A, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca que declaró patrimonialmente responsable al Banco de la República por los daños antijurídicos que, según el señor Reynaldo Galindo Hernández, le ocasionó la Resolución Externa No. 18 de 1995 expedida por el Emisor. El Tribunal accionado consideró en su providencia que sí había un daño antijurídico, y que este debía imputársele a la Banca Central a título de falla en el servicio, en tanto al expedir la mencionada Resolución Externa incumplió un deber legal. Para sostener que el Banco incumplió un deber legal se basó en que el Consejo de Estado anuló dicha Resolución precisamente por ello, en la sentencia del veintiuno (21) de mayo de mil novecientos noventa y nueve (1999). En su tutela el Banco adujo que esta decisión le violó sus derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad: primero, al declararlo responsable luego de un juicio “arbitrario” sobre la presunta falla del servicio; segundo, al no justificar razonablemente que existió un daño; tercero al no demostrar un nexo causal o de imputación entre la Resolución No. 18 de 1995 y el supuesto daño; y por último al cometer “graves errores en materia probatoria”. 

La Corte, luego de examinar la providencia cuestionada, concluyó que la Sección Tercera, Subsección A, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca incurrió en dos defectos interrelacionados toda vez que neutralizó sin justificación los efectos de una norma legal aplicable al caso, tal como esta última había sido interpretada en parte de la ratio decidendi de una sentencia de la Corte Constitucional que hizo tránsito a cosa juzgada (CP art. 243). A esa conclusión arribó tras tener en consideración los siguientes argumentos.

En primer lugar, advirtió que la imputación del daño al Banco de la República a título de falla en el servicio, parecía corresponderse con la jurisprudencia relevante en lo contencioso administrativo, según la cual la anulación judicial por ilegalidad de un acto administrativo “deja a la vista una falla en el ejercicio de la función pública” (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Auto del 15 de mayo de 2003. MP. Alier Eduardo Hernández Enríquez). No obstante, la Corte sostuvo que en este caso en particular había también otros elementos normativos relevantes, aparte de la anulación de la Resolución Externa No. 18 de 1995, que sin embargo no fueron tenidos en cuenta como era debido por el Tribunal demandado, y que impedían concluir que el Emisor hubiera incurrido en una falla en el servicio. Estos elementos relevantes eran, por una parte, el artículo 16 literal f) de la Ley 31 de 1992, y por otro la sentencia C-383 de 1999 que declaró inexequible este último. 

En efecto, el artículo 16 literal f) de la Ley 31 de 1992 le asignó en su momento al Banco de la República la función específica de fijar la metodología de cálculo de la UPAC “procurando que ésta también refleje los movimientos de la tasa de interés en la economía”. Esto debía tener incidencia al decidir si le era imputable el daño alegado, pues fue directamente en aplicación de esta norma legal que el Banco de la República expidió la Resolución Externa No. 18 de 1995 y que dio lugar al fallo que se acusa. Esta disposición debía ser todavía más relevante, ya que al leerla en conjunto con la sentencia C-383 de 1999, se observa que en esta última se declaró inexequible ese precepto debido a que tenía el carácter de una orden (obligación, mandato), y de que en tal virtud violaba la autonomía constitucional del Banco de la República (CP art. 371).  Esto significaba que la Resolución Externa No. 18 de 1995 había sido expedida precisamente en cumplimiento de un deber legal, pues se había dictado en aplicación del artículo 16 literal f) de la Ley 31 de 1992 y, según la sentencia C-383 de 1999 este último le imponía al Emisor la obligación jurídica de atar la metodología para calcular la UPAC al movimiento de las tasas de interés en la economía, que era en específico lo que se lograba sujetándola a la DTF.  
Para la Corte, había entonces una sentencia de nulidad de la Resolución No. 18 de 1995, que fundó la imputación del daño al Banco de la República con base en el alegado incumplimiento de un deber legal. Pero simultáneamente, estaba el artículo 16 literal f) de la Ley 31 de 1992, tal como había sido interpretado por la Corte Constitucional en la sentencia C-383 de 1999, y ambas le restaban fundamento a esa imputación, ya que de ellas se colegía que el Banco había cumplido con el deber que le asignaba la ley. Se presentaba en definitiva un conflicto de razones autorizadas en torno a si en 1995 el Banco tenía o no la obligación legal de atar la metodología de la UPAC al movimiento de las tasas de interés en la economía. Esta tensión le impedía al Tribunal Administrativo de Cundinamarca aseverar que el Banco incurrió en una falla en el servicio por incumplir un deber legal. Una conclusión de ilegalidad como esa sólo podía enunciarse a consecuencia de ignorar el contenido del artículo 16 literal f) de la Ley 31 de 1992, y el de la sentencia C-383 de 1999, o de no ignorarlos pero neutralizar su efecto normativo. En cualquier caso se incurría en un defecto sustantivo, ligado a un desconocimiento de un pronunciamiento de la Corte que hizo tránsito a cosa juzgada constitucional. Al Banco de la República no podía endilgársele, en ese contexto, una falla en el servicio, como lo hizo la Sección Tercera, Subsección A, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 
En consecuencia, la Corte resolvió:
Primero.- REVOCAR por las razones expuestas, el fallo expedido por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado el veinticuatro (24) de  noviembre de dos mil once (2011), por medio de la cual confirmó la sentencia expedida por la Sección Quinta de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado el cinco (5) de septiembre de dos mil once (2011), que resolvió rechazar por improcedente la acción de tutela objeto de revisión. En su lugar, CONCEDER LA TUTELA del derecho al debido proceso del Banco de la República. 

Segundo.- En consecuencia DEJAR SIN EFECTOS la sentencia proferida por la Sección Tercera, Subsección A, Tribunal Administrativo de Cundinamarca el cinco (5) de agosto de dos mil diez (2010), en el proceso de reparación directa iniciado por el señor Reynaldo Galindo Hernández contra el Banco de la República.   

Tercero.- ORDENAR a la Sección Tercera, Subsección A, Tribunal Administrativo de Cundinamarca que en el término máximo de los treinta (30) días siguientes a la notificación de esta providencia, vuelva a fallar la acción de reparación directa instaurada por el señor Reynaldo Galindo Hernández contra el Banco de la República.

Cuarto.- Por Secretaría General, líbrense las comunicaciones previstas en el artículo 36 del Decreto Ley 2591 de 1991.
El magistrado Jorge Iván Palacio Palacio salvó el voto. En su concepto, no se desconoció el debido proceso, ni los precedentes constitucionales, porque la decisión del Tribunal Administrativo se dictó con fundamento en varias disposiciones legales y constitucionales. Añadió que la interpretación realizada por el Tribunal, además de reconocer plenos efectos a la decisión del Consejo de Estado de anular la Resolución Externa 18 de 1995, era razonable y proporcionada, como lo sostuvo la propia Corte en la sentencia T-340 de 2011, al decidir un caso análogo pero en sentido totalmente contrario, con lo cual se ha dejado completamente desamparadas a las víctimas del sistema UPAC.
JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Presidente 
